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Resumen:


El Estatuto Básico del Empleado Público ha abordado someramente la función directiva, reabriendo en la práctica, el debate sobre como institucionalizar una auténtica función directiva pública profesional. El presente trabajo aborda la descripción del devenir legislativo de la función directiva pública en nuestro país, así como la incidencia real que pueda estar teniendo la irrupción del nuevo estatuto del empleado público 7/2007. Se ofrece ademas una propuesta propia sobre las principales líneas de diseño para un modelo de dirección pública profesional que pueda ser compatible con el modelo cultural-administrativo subyacente a nuestras Administraciones Públicas.
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1. Introducción. La importancia de los directivos públicos.
Lejos del paradigma weberiano clásico en que la esfera política y la administrativa se encontraban claramente separadas, se ha venido instalando en los foros de debate sobre el sector público, la necesidad acuciante de mejorar las figuras de conexión entre esos dos ámbitos. Es precisamente entre estos dos ámbitos, entre este “dualismo”, el espacio en el que se ha de instalar la función directiva (Longo, 2003).
La irrupción con enorme fuerza en los años 80 (Bouzas, 2010) y su posterior desarrollo en los 90, de la denominada “Nueva Gestión Pública” , y especialmente dentro de esta corriente, de la orientación “gerencialista” o del  “management”  tan estudiada por Christopher Pollitt (1993) o Hood (1991), ha abonado el terreno para la puesta en valor, precisamente al ser uno de los pilares del management el fortalecimiento de las funciones directivas (Echebarría y Mendoza, 1993: 20) que se ha dado en todos los países (Arenilla, 2005: 49), de la figura de los directivos públicos. Es así que uno de los principios básicos de la nueva gestión pública, el “free to manage” que señala Hood (1991: 5), intenta convertir a los directivos públicos en auténticos “managers”. Este principio ha sido incluido de forma generalizada en las reformas de la función pública de los países desarrollados, hasta constituirlo en premisa de una Administración moderna (Sanchez, 2001: 92; Informe, 2005: 64), si bien no de manera uniforme, sino con importantísimos matices que veremos a continuación. Se entiende en todo caso que la potenciación de los gerentes o directivos, es esencial para mejorar los resultados (Coleman, 2003: 69).

El fortalecimiento de la figura del directivo público se ha realizado fundamentalmente en dos vertientes:

- Como líderes del cambio organizativo (MAP, 1992: 19) y motivadores de los recursos humanos de las organizaciones públicas

- Como responsables directos de la obtención de resultados concretos sobre los que ha asumido un compromiso de cumplimiento.

Por tanto, el personal directivo ha venido a convertirse en tema prioritario en las agendas políticas (Cardona, 2006: 8), siendo abordado desde su definición y establecimiento como política propia, en todos los países desarrollados (Sanchez, 2001: 92; 2007: 103), y constituyendo España una de las pocas excepciones a este hecho (Longo, 2003; Catalá, 2005: 211). En concreto a los directivos públicos, se les ha otorgado en muchos países un tratamiento específico
, con un sistema de formación, selección y carrera propios. No obstante, frente a este panorama propio tan negativo, no faltan voces que afirmen que tampoco a nivel europeo se observan grandes cambios fuera de las grandes proclamas, y que en definitiva, el régimen jurídico  del directivo público sigue sin adaptarse a las nuevas responsabilidades que se le atribuyen (Echebarría y Mendoza, 1993: 20).

No obstante, cabe señalar, que esta orientación al entendimiento de los directivos como figuras clave imprescindibles para la modernización de las organizaciones públicas (Catalá, 2005: 212; Monereo y Molina 2008: 183; exposición de motivos del EBEP), se ha visto fuertemente atemperada por el modelo normativo-juridicista en que se ha tenido que desarrollar dicha figura historicamente. En este sentido, los países anglosajones y nórdicos han cambiado el paso mas facilmente, pues han basculado sin excesivos problemas, a un modelo de un corte mas “empresarial”, en el sentido de otorgar un mayor margen de autonomía a los gestores a cambio del cumplimiento de objetivos y resultados. 
Muy al contrario, la tradición jurídica continental, deudora del modelo codicista francés, del que España ha participado, y que ha devenido en el llamado modelo de carrera o modelo “cerrado”, ha imposibilitado que esa basculación hacia un nuevo modelo directivo, se haya hecho con la rapidez e intensidad pretendida por algunos. Como han señalado entro otros Eliassen y Kooiman (1987) el mayor esfuerzo de ajuste de las técnicas de gestión empresarial en su aplicación al sector público, se produce precisamente en la adaptación del rol del directivo al sector público, dadas las especificidades de este último y los valores culturales y sistemas administrativos que subyacen en buena parte de los países desarrollados. Cabe introducir aquí ademas, la precaución señalada por Carles Ramió (2009: 31) al advertir que cualquier introducción de valores procedentes del mundo empresarial a las administraciones públicas, necesita de un escenario en el que los valores públicos estén solidamente institucionalizados, aspecto que deberá ponderarse en cada caso concreto.
No pretendemos sin embargo, presentar estas constricciones del modelo legal como necesariamente ralentizadoras. Podríamos incluso observarlas, como hacen autores como Pollitt, Hughes, Villoria, o Salvador, como la salvaguarda de una serie de valores de igualdad, seguridad jurídica, mérito, y capacidad, completamente instalados en muchas de las sociedades continentales europeas y desde luego en la española. Del mismo modo son muchos los autores que frente al cambio de modelo de gestión pública, propugnan una adaptación del modelo weberiano, sobre todo al nuevo entorno tecnológico, pues, con todas sus deficiencias, sigue aportando valores muy sólidos sobre el sentido de lo público.
Detectamos por tanto un cierto consenso en las posiciones que avalan la necesidad de ir hacia la potenciación de la figura del directivo público, en tanto que supondría incorporar la responsabilización concreta de estos por los resultados obtenidos. Esta potenciación incluiría, como no podría ser de otra manera, la profesionalización del directivo público en conocimientos, competencias, habilidades y actitudes.
La complejidad parece radicar entonces, en como combinar, o conciliar, este cambio de modelo, con los valores antes comentados de equidad, seguridad jurídica, o mérito, y, por tanto, con un modelo cultural que comparte mayoritariamente dichos valores.

2. El esquema tradicional en la democracia
El esquema tradicional de los directivos públicos en España, proveniente de un modelo politizado en los años posteriores al hecho constitucional (1978) (Jimenez, 2006: 92; Villoria, 2000: 282), ha sido regularizado con la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, del 14 de abril de 1997 [en adelante LOFAGE], que constituyó, como nos recuerda Rafael Catalá (2005: 215), el elemento normativo de referencia para la definición del ámbito propio de la función directiva pública, abriendo, en principio, el camino para la creación de un grupo directivo profesional (Sanchez, 2001: 93). Dicha normativa estableció un principio de profesionalización en la Administración General del Estado, en virtud del cual los “organos directivos” (Sección III Artículos 15 a 19), esto es, Subsecretarios, Secretarios Generales, Secretarios Generales Técnicos, Directores Generales, y Subdirectores Generales, son cargos con responsabilidad directiva y habrán de nombrarse entre funcionarios para los que se exija titulación superior. Junto a ello el apartado 10 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Funcionamiento de la Administración General del Estado, indica que los titulares de los órganos directivos son nombrados atendiendo a criterios de profesionalidad y experiencia, en la forma establecida en esta ley, siendo de aplicación al desempeño de sus funciones: a) la responsabilidad profesional, personal y directa por la gestión desarrollada y b) la sujeción al control y evaluación de la gestión por órgano superior. El problema ha sido que estos criterios de profesionalidad nunca han podido controlarse con elementos objetivos de comprobación.
Este esquema, dejaba el perfil directivo en manos de funcionarios  casi necesariamente (solo hay una excepción
 prevista para Directores Generales cumpliendo determinados requisitos (Art 18.2 LOFAGE) a saber:

“…salvo que el Real Decreto de estructura del Departamento permita que, en atención a las características específicas de las funciones de la Dirección General, su titular no reúna dicha condición de funcionario”.  
Dada la acotación casi exclusiva de la normativa al ámbito funcionarial, la mayor parte de los cuadros directivos han venido reclutándose de entre funcionarios del grupo A1, situados en el ápice de las organizaciones públicas, y que mantienen contacto con la política (Arenilla, 2005: 47; Salvador 2005: 139), no incluyéndose ni a los titulares de los órganos de gobierno, ni al personal de selección estrictamente política. Pese a existir por tanto una figura a la que comunmente denominar directivo público, lo cierto es que, bajo esa denominación, el desarrollo de las condiciones, evaluación, selección o control del trabajo directivo, no se ha llegado a realizar, por lo que no se puede afirmar propiamente, y en ello coinciden todos los autores consultados, que se haya llegado a construir o “institucionalizar” una función directiva pública profesionalizada (Monereo y Molina, 2008; Jimenez, 2006: 61; 83; Informe, 2005;); sino en todo caso y como mucho en lugar de esa vieja aspiración (Monereo y Molina, 2008: 182), se ha impuesto un sistema de dirección pública corporativista (cuerpos de élite de la Administración) con rasgos intensos de politización (Villoria, 2000: 287; Larios, 2008: 126; Bouzas, 2011), confundiendo una supuesta “profesionalización”, con lo que no es sino una “funcionarización” de cargos directivos de la Administración.
Esta normativa estatal, que dejaba un régimen jurídido poco claro para los directivos (Informe, 2005: 51), ha marcado, junto al reciente tratamiento del personal directivo en la Ley 28/2006, de 18 de julio, de agencias estatales, la impronta del modelo que tradicionalmente han venido desarrollando otras administraciones territoriales como las autonómicas o las locales, junto a alguna otra normativa desarrollada en base a la estatal como la que se refiere a los directivos en la Ley 57/2003 de Modernización del gobierno local, o los gerentes que aparecen en el artículo 23 de la Ley de Ordenación Universitaria. Cabe en todo caso que nos hagamos eco aquí de la ilustrativa consideración de Monereo y Molina (2008: 189) para quienes estas nuevas denominaciones de “gerentes”, trajeron en muchos casos un conflicto entre “estilos de dirección” y modos tradicionales de desempeño.
La definición de los perfiles del directivo público, no se ha realizado con claridad y buena muestra de ello es el hecho de que sea muy frecuente que la funciones directivas sean encomendadas a políticos, e incluso mas ocasionalmente a gestores provenientes del ámbito privado. No obstante este hecho es mas habitual en administraciones mas alejadas de la normativa estatal y entre ellas destacamos especialmente ámbitos (Arenilla, 2005: 47) como el local a nivel territorial, y el sanitario a nivel funcional
, ámbitos los dos, en que especialmente y ademas de la proliferación de forma general de dicha figura (Monereo y Molina, 2008: 183), se ha dado “una multiplicidad de especies que conviven bajo la denominación genérica de directivo público” (Catalá, 2005: 218). Junto a estos ejemplos que esquivan en cierta medida el modelo “directivo-funcionarial” de libre designación, como modelo general, se pueden observar frecuentemente figuras directivas, sobre todo con la denominación de “gerentes” (Jimenez, 2006: 46), en lo que se ha venido denominando por la doctrina administrativista “Administración Institucional” que englobaría entre otros, entes tales como los organismos autónomos, las agencias o incluso las fundaciones. Estos entes, en concreto las entidades públicas empresariales  (Art 55.2.a. LOFAGE), o los organismos autónomos al no decir nada la normativa y remitirse a los estatutos de cada ente (Art 6.7.LOFAGE), han tenido la posibilidad de incorporar personal directivo fuera del esquema funcionarial, pues ostentan cobertura legal suficiente para ello. Ello  ha provocado que, como establecen varios autores (Arenilla, 2005: 47; Larios, 2008: 126), en la actualidad se incluya además como personal directivo, a determinado personal que tiene contratos de alta dirección, y al que está en servicios especiales desarrollando funciones directivas (Informe, 2005: 64 y ss).

En definitiva, asistimos en los últimos años, a un modelo combinado en el que predominan los directivos extraídos del ámbito funcionarial mediante libre designación que preceptúa la normativa; por tanto con un amplio grado de politización, y ello a pesar de que se hable de profesionalización (no controlada). Junto a este modelo directivo-funcionarial, ha ido emergiendo con fuerza y cobertura legal incuestionable, un buen número de directivos de extracción privada y de designación plenamente discrecional y política.

El dato importante a retener no obstante, no es tanto a que se ha venido llamando directivo público, como si estas figuras directivas han tenido un desarrollo específico, con sistemas de planificación, selección, formación o carrera propios. En este sentido el panorama es mas bien negativo, y diríamos que es un lugar común a todos los autores, el de considerar deficitario el desarrollo específico del perfil directivo, fuera de alguna excepción que pueda haber habido, normalmente causada mas por empeños personales, que por que el sistema haya obligado a poner en marcha dicho desarrollo.  Como sintetiza Rafael Jimenez (2006: 46), a pesar de la denominación de función gerencial, pocos son los rasgos de una función directiva que nos encontramos en los nuevos puestos denominados de tal manera.
3. El debate abierto por el EBEP

Ya en su exposición de motivos, propugna el EBEP al respecto de la función directiva su reconocimiento, en consonancia con los demas países de la Unión Europea, como factor de modernización sometido a criterios de eficacia, eficiencia, responsabilidad y control de los resultados en función de los objetivos. 

El personal directivo aparece recogido en el artículo 13 del EBEP, pero no en el seno de los artículos propiamente dedicados a los tipos de empleados públicos, sino en un subcapítulo propio de un solo artículo. Parece aclararse así, que el directivo público no ha de corresponderse necesariamente con alguno de los tipos de empleados públicos que aborda el EBEP, y ademas que su configuración definitiva queda para un desarrollo legislativo posterior. A pesar de esta “difuminación de inicio”, autores como Sanchez Morón “saludan con esperanza”  (2007: 105) que al menos dicho artículo sobre personal directivo haya sido incluído en el EBEP, aun con dicho tratamiento “epidérmico”.
La concepción de los directivos públicos en el EBEP, que requería una modificación del modelo de función pública (Jimenez, 2006: 30), deviene para muchos autores, como sucede con numerosos aspectos de esta norma, extremadamente “escasa” (Larios, 2008: 126) o incluso “excesivamente abierta o deficiente” (Jimenez, 2007), estableciendo al inicio el artículo 13, que ademas del gobierno, las Comunidades Autónomas “podrán establecer” este tipo de personal
, su régimen jurídico específico y los criterios para su determinar su condición. Las condiciones de empleo del personal directivo no serán objeto de negociación colectiva (Art 13.4.), lo que puede dificultar el acceso a la información sobre como va a ser retribuído, pese a que como apuntan Monereo y Molina (2008: 185), no implica esa limitación que no se pueda de mutuo acuerdo decidir ciertos aspectos de su régimen. 
No ha sido de esta misma opinión anterior, de plasmación normativa deficiente o extremadamente laxa, el informe previo de la Comisión de Expertos para la elaboración del EBEP, a tenor del cual, precisamente esa laxitud que permite un desarrollo legislativo posterior, produce el caríz y el efecto que el EBEP ha de buscar (Informe, 2005: 64-68). Serán así los órganos de gobierno de cada ámbito administrativo los que fijen los criterios para perfilar los puestos de perfil directivo, cumpliéndose así la linea argumental seguida por el grupo socialista en su enmienda en el senado, en la que aclaró que no habría lugar a mayor acotación normativa al estar ante una potestad de autoorganización y de dirección de cada Administración Pública.
Estamos a nuestro entender, en el debate sobre el grado de laxitud del EBEP, también en lo que refiere al personal directivo, ante un debate de dos caras. Por un lado el debate se liquida en el terreno jurídico del reparto competencial entre ámbitos territoriales; por otro asisimos a un debate de mayor calado sobre la concepción de la relación entre la potestad normativa-coactiva del Estado y el resto de ámbitos legislativos territoriales. Respecto de la primera cara del debate, cabe que nos preguntemos si la normativa estatal tiene cobertura suficiente para regular una función directiva autonómica o local; pregunta a la que ha respondido la voz autorizada de Rafael Jimenez, para quien esta normativa habrá de ser de una “densidad mínima”, pues el artículo 149.1. de la Constitución española, no da apoyatura suficiente para regular centralizadamente una función directiva, dado el peso que tiene el principo de autoorganización del ámbito autonómico y local (2006: 154). La segunda cara del debate responde evidentemente a un debate político e ideológico que excede completamente los objetivos de este trabajo.
En resumen el EBEP no ha venido a nuestro juicio, a enriquecer el modelo (Sanchez, 2007: 104), sino a abrir aun mas el debate sobre la figura del directivo público, pues ha renunciado casi por completo a regular el marco normativo de la función directiva, que sigue por tanto muy permeable a la politización, y a elaborar un auténtico Estatuto del Directivo Público, ya existente en otras legislaciones extranjeras (senior
 civil service, haute fonction publique, dirigenza, etc) (Informe, 2005: 65); si bien como hemos concluído, esta tibieza haya sido la esperada por muchas Comunidades Autónomas que prefieren regular especificamente dicha figura (Catalá, 2005: 225). Se cumple así en el EBEP lo que preceptuaba el informe de la Comisión de Expertos para su elaboración, en el que puede leerse precisamente que las carácterísticas y las condiciones de la función directiva no son ni pueden ser homogeneas en el conjunto de las Administraciones Públicas (Larios, 2008: 126), por los distintos ritmos y estado de maduración, a que responde la evolución institucional de cada Administración (Informe, 2005: 67). No obstante parece objetivamente clamoroso (Sanchez, 2007: 106-107) que no haya referencia alguna al ámbito local, lo que provoca en dicha administración aun mayor confusión; si bien a este respecto y como señala Sanchez Morón, al derogar normativa precedente, en concreto la destinada a acotar al personal eventual en el ámbito local, parece no dejar lugar al desempeño de puestos directivos a personal externo que no sea funcionario o laboral.
Igual remisión a la normativa posterior se produce en cuanto a las funciones propiamente directivas, que el EBEP en su artículo 13.1., tampoco acota, como no había conseguido tampoco la normativa anterior (Monereo y Molina, 2008: 189); aunque si opta claramente por no facilitar la creación de un cuerpo directivo para desarrollar las mismas, sino mediante un sistema de puestos concretos, elaborando, parece sugerir, un catálogo o instrumento similar en el que se determinen que puestos necesitan para su desempeño la posesión de competencias directivas (Sanchez, 2007: 108-109). Se cumple así lo apuntado por Cardona (2006: 8), que recuerda el hecho de que estamos ante un elemento proveniente de los sistemas de puestos y no de los sistemas de carrera (Cardona, 2006: 8), con lo que se suele apartar, si hablamos en perspectiva comparada, del escalafón funcionarial establecido.

Ademas hay que tener presente que pese a la remisión a legislación posterior, hay legislación precedente que sigue vigente, tanto a nivel estatal como a nivel autonómico, y que ha incidido en como se determinan esas funciones directivas, con lo que dicha remisión a futuro ha de ser encajada normativamente en los preceptos al respecto no derogados.
Respecto a la designación de los directivos, que pueden ser funcionarios o laborales, poniendo en conexión lo dispuesto en el artículo 13.2. del EBEP, a saber: “Su designación atenderá a principios de mérito y capacidad y a criterios de idoneidad, y se llevará a cabo mediante procedimientos que garanticen la publicidad y concurrencia”; con las intenciones del Informe de la Comisión de Expertos interpretadas por Sanchez Morón (2007: 108-109), parece que el EBEP ha tratado de introducir criterios de profesionalidad y mérito, aun cuando ello haya de ser compatible con un cierto nivel de confianza política. Se intentaría atemperar así, aparentemente, la designación estrictamente política, tan frecuente en nuestras administraciones, que ha dado lugar a la denominación señalada por Sanchez Morón de “directivo de partido” (2007: 109), y ello se ha hecho mediante la introducción del concepto de idoneidad. Este precepto se presenta en todo caso – y diríamos que una vez mas – excesivamente “filosófico”, por que dificilmente podrá incidir sobre una politización de la función directiva tan solidamente arraigada. Llama la atención en dicho artículo, que se preceptúe solidamente la idoneidad de conceptos como la concurrencia, que entendida propiamente como se hace en los procesos selectivos ordinarios para el sector público podría ralentizar en demasía los nombramientos para puestos clave (imáginemos el efecto llamada de procesos selectivos masivos para directivos), cuando estos mismos principios no están tan nitidamente presentes en los nombramientos de personal por libre designación en puestos de menor nivel jerárquico y de responsabilidad (Sanchez, 2007: 109). Se aparta en definitiva el EBEP de la aplicación de criterios de profesionalidad estricta, no necesariamente funcionarial, que recomendaba el informe de expertos (Larios, 2008:131), incorporando en buena medida la lógica de los principios generales de acceso a la función pública establecidos en el artículo 55 del EBEP.
Por último cabe hacer mención a la parte en que el artículo (13.3.) dedica a los criterios de evaluación de la función directiva (eficacia, eficiencia, responsabilidad y control de resultados). Una vez mas sin establecer mayor detalle respecto al como o al cuando, aunque si se puede inferir, como advierte Sanchez Morón, que si se preceptúa evaluación ello ha de significar que existe cierto margen de maniobra y de competencia para la realización de la función directiva, sin ser esta función una mera ejecución de la instrucción directa del político.

4.- Propuestas de presente 
Partiendo así como hemos visto, de la falta de una “instucionalización” de la función pública señalada entre otros por (Longo, 2003) o Jimenez (2006), el debate actual, deudor del intento por implantar una cultura orientada al logro de resultados (Cardona, 2006: 8), se centra fundamentalmente en cual debe ser el perfil y la vinculación del directivo público, así como en la necesidad de que estos cuenten, dadas sus especificidades, con un estatuto y régimen jurídico propio (Sanchez, 2001: 93; Catalá, 2005: 213; Informe, 2005: 51; Jimenez 2006) que implicaría la definitiva “institucionalización” del directivo público profesional, necesaria de todo punto (Informe, 2005: 64-66; Cortés 2001: 48), y consecuentemente su tratamiento como una clase de personal diferenciada
. No obstante hay autores que reconocen expresamente que si bien es necesario dicho estatuto propio, este ha de ser escasamente unitario dado que las condiciones de los directivos en las distintas Administraciones Públicas, no son ni pueden ser estrictamente homogeneas (Longo, 2003; Larios, 2008: 126).
En este sentido es una de las corrientes predominantes, a la que nos apuntamos, la de que el personal directivo esté compuesto por personas válidas profesionalmente, de  cierto grado de confianza o afinidad estratégica, para conseguir que se ejecuten las políticas, pero, y esto es lo mas importante y el gran reto, que su cese no pueda deberse a desavenencias políticas o personales de todo punto discrecionales (Jimenez, 2006: 35), sino al hecho constatable de que no se estén cumpliendo los objetivos establecidos con carácter previo como resultados de su gestión. 
Delimitaciones estructurales previas
Una primera prescripción al abordar el diseño de la función directiva pública y profesional viene dada por la necesidad de delimitar el espacio propio de los directivos públicos respecto de la esfera política y a la clase directiva-funcionarial, enmendando así la confusión que viene proliferando en las Administraciones Públicas Contemporáneas. En este sentido cabe acotar el espacio para que los directivos puedan ejercer su función, y ello ha de realizarse con un cierto margen de autonomía para su gestión, pues la propia figura directiva exige ese espacio. Como señala Longo (2003), de nada valdrá la dirección sin capacidad para realizar opciones y tomar decisiones, no hay dirección o gerencia cuando no existe este margen sino la ejecución de instrucciones dimanantes de otros. Ello no quiere decir que la política no siga presente, pues esta marcará la orientación estratégica y la asignación de recursos, pero ha de evitar interferir en el desarrollo propio de la función directiva. Este margen de actuación implica ademas que las “tecnoestructuras” o unidades que se dedican longitudinalmente al control de recursos en la organización (como serían las Secretarías generales como denominación generalizada en el Estado o en las Comunidades Autónomas) han de ceder también espacios a la dirección profesional, pues tampoco parece que se pueda dar una dirección propiamente dicha, si esta no puede controlar los recursos financieros o humanos de los que dispone. Toda esta cesión de espacio se combinará con un fuerte seguimiento de la responsabilización por la gestión directiva y por la consecución de resultados, como veremos a continuación, así como con la utilización de los instrumentos de fiscalización e intervención de la contabilidad pública habitualmente utilizados.
Planificación de la función directiva. Perfil propuesto.
Como primer paso, establecida la voluntad decidida de incorporar una dirección pública profesional, debemos planificar las necesidades actuales y futuras de puestos directivos. Para esta tarea será necesario por un lado definir que puestos requieren el desarrollo de funciones directivas, así como definir claramente el compendio de capacidades, conocimientos, habilidades, aptitudes y actitudes, que incluiremos en el perfil de competencias directivas de los puestos a ocupar, y mantener actualizados dichos perfiles (Jimenez, 2006: 49). Dicha tarea de definición y delimitación de los puestos directivos, ha de desarrollarse con una fuerte vis técnica, pues de otro modo, si prevalecen los criterios políticos, podría darse una cierta tendencia a la proliferación injustificada de puestos directivos, que en buena medida podrían percibirse para los políticos como zonas de influencia o de poder en las que situar a personas afines cuando lo puedan necesitar. Si bien la denominación nos parece algo menor frente a la capacidad operativa del instrumento, debería contarse finalmente, y casi a modo de resumen de lo anterior, con una especie de catálogo de puestos directivos o instrumento análogo que permitiera de forma ágil y precisa, observar la estructura y el perfil directivo de una Administración Pública.
Como novedad importante en las tendencias actuales, debemos recordar que cada vez mas se impone la preocupación por los valores rectores que ha de compartir esta clase dirigente (Longo, 2003), entre los que desde luego ocupará un lugar predominante, aunque no exclusivo, la preocupación por la racionalidad y la eficiencia. Precisamente esta orientación justifica que la Dirección se mueva con autonomía sin interferencias constantes de la política, intentando maximizar el esfuerzo público.
Parece necesario ahora indagar en cierta medida en cuales son las características básicas del perfil profesional de un moderno directivo público (tarea que el EBEP no abordó a pesar de ser prescrita en el Informe de Expertos (2005), como el que aquí se propone, dado que incluso algunos autores, trasladan el cambio en la concepción del funcionamiento de la Administración y de la búsqueda de la calidad en la gestión, al propio perfil y nuevo estilo de los directivos públicos actuales, en tanto que elementos claves para el cambio o, condición imprescindible. 

Esta tarea de señalamiento de las principales características del perfil directivo viene precedida de la clásica y muy extendida estructuración de las esferas de gestión en que se mueve la dirección pública (Moore, 1995 citado por Longo, 2003):


1.- Gestión estratégica, teniendo claros los objetivos, mision y recursos de la organización.


2.- Gestión del entorno político (traducción acordada por Longo, 2003), en cuanto al trato con el entorno político y participativo (agentes sociales, grupos de interés, asociacionismo) 


3.- Gestión operativa orientada a distribuir los recursos humanos y materiales en función de las estrategias y objetivos establecidos.
Teniendo presentes estas categorías de gestión como claves para el entendimiento de la labor del directivo público, con la precaución apuntada por Longo (2003) de no minusvalorar las dos primeras – estrategica y política –; cabe empezar por recordar que el perfil del directivo público clásico venía mostrando como principales capacidades las de la preocupación por la legalidad, la acumulación de conocimientos técnicos del área correspondiente a su cuerpo (Villoria 2000: 285) y el seguimiento de una política en la que no participaba sino que obedecía.  
Por el contrario el nuevo directivo, ha de estar adaptado a un entorno complejo (Longo, 2003; 2008: 15-21), de certidumbre escasa (Jimenez, 2006: 22), dado el número de actores presentes, la ambigüedad de los roles de estos actores, o la distancia entre los circuitos de poder formal e informal. Constatamos así, que el directivo público, se mueve en el nuevo contexto de la gobernanza, concepto poliédrico en el que no profundizaremos, pero que implica en lo que nos ocupa, que el directivo público ha de tener aptitudes para trabajar en contextos participativos, lo que añade sin duda, un plus de complejidad a su tarea (Longo, 2008: 16) y una importante capacidad de adaptación.

El estudio delphi realizado en la AGE sobre la modernización de los procedimientos de actuación en la Administración, parece llegar a conclusiones semejantes, ya que en uno de sus ejercicios sobre el perfil sugerido por directivos públicos para la elaboración de un perfil directivo, un 87% del personal entrevistado indicó como principal factor la capacidad de organización y comunicación (MAP, 1991: 66; Matas, 1996: 272), la capacidad para dirigir equipos (80%), la iniciativa y la automotivación (78%) a lo que habría que unir la profesionalidad señalada como característica clave en el similar estudio realizado por Matas en la Administración Catalana (1996: 270).

Sintetizando las competencias del directivo público, utilizamos a modo de compilación final las notas caracterizadoras elaboradas por Valero, J, con ocasión de los trabajos preparatorios de la Comisión de Expertos para el estudio y preparación del Estatuto Básico del Empleado Público, apoyadas en el anterior estudio DELPHI y en otros autores:
— La orientación al riesgo, acción y resultados (Catalá, 2005: 217; Losada, 1995)
— El espíritu innovador.

— La automotivación.

— La capacidad de análisis.

— La capacidad de formular estrategias.

— La capacidad para dirigir equipos (Mendoza, 1990: 287).
— La capacidad para gestionar conflictos (Losada, 1995) .

Selección profesional 
Tres suelen ser los modelos posibles para abordar la selección del personal directivo, señalados excelentemente por Rafael Jimenez (2006), a saber:


-MODELO CERRADO: en el que la función directiva pública se nutre en exclusiva de personal funcionario, modelo defendido como el modelo normal o habitual, por autores como Sanchez Morón (2001: 93).

-MODELO POLITIZADO: con designación exclusivamente polítca sin requisito alguno a cumplir por los candidatos (personal eventual)


-MODELO GERENCIAL: en que se da una selección por criterios estrictamente de profesionalidad cumpliendo con determinados requisitos inherentes a la función pública a desarrollar, tales como la publicidad, el mérito o la capacidad.
Si se busca profesionalizar la función directiva, esta ha de regirse por criterios profesionales y de experiencia (como los utilizados incluso en el proyecto de estatuto directivo de 1999), utilizando el modelo gerencial propuesto, buscando candidatos idoneos, mediante una selección específica para directivos (Villoria, 2000), que cumplan con las competencias previamente definidas para el puesto. Se reducirían así las enormes posibilidades abiertas tradicionalmente a la selección por “libre designación”, modelo que se demuestra una y otra vez predominantemente politizado (Villoria, 2000: 285; Jimenez, 2006: 33), fuera de que se puedan tener en cuenta la pertenencia a la función pública como un mérito de gran importancia para el desempeño de funciones directivas, por el conocimiento del entorno que presupone. La justificación a esta designación profesional que abarca el ámbito privado puede venir dada en cierta medida por el argumento de Alberto Palomar (2006) que ve en el hecho de que dichas funciones no estén asignadas a ningún cuerpo funcionarial una baza para avalar la ampliación de la extracción directiva al ámbito privado. Pero también es necesario advertir, a poco que revisemos los programas de temarios de acceso a los cuerpos superiores de cualquier Administración Pública, que, como señala Manuel Villoria (2000), los conocimientos obtenidos y demostrados en el proceso de selección para el ingreso en la función pública, no garantizan en absoluto que se reunan competencias directivas. Junto a lo anterior, y como reconoce el propio Informe de la Comisión de Expertos para la elaboración del EBEP (2005), aunque existía una  tibia selección con criterios de profesionalidad a tenor de la LOFAGE, esta se hacía sin elementos objetivos de comprobación.

No obstante y si bien la extracción de la clase directiva debería abarcar criterios profesionales, entre estos criterios profesionales debe pesar de forma importante el pertenecer como funcionario a la Administración Pública, pues se aporta así un conocimiento del entorno que ha de ser puesto en valor. Estamos así en la senda de lo que Catalá define como “sistema mixto” (2005: 219) en el que los mejores sean elegidos para el desempeño de los puestos directivos en función de su perfil de competencias, la experiencia acreditada y su calidad profesional; modelo en el que sin duda la singularidad de la gestión pública y sus especiales requerimientos de capacidades, conocimientos y experiencia orientará la selección a favor de los profesionales de la propia organización, pero la búsqueda de los más capacitados no puede permitir la exclusión ab initio de buenos candidatos por el hecho de no pertenecer a la función pública.

En todo caso, como decimos, este no ha de ser un criterio eliminatorio o requisito imprescindible, sino un criterio a ponderar con suficiente peso en la selección dado que como señala el MAP (1992: 19), el conocimiento del contexto es desde luego una nota necesaria en el perfil directivo. No juzgamos necesario aun así, llegar al extremo del artículo 23 de la Ley 28/2006 de agencias estatales, que preceptúa para sus procesos de selección de directivos el criterio de que la selección se realice con el carácter de “preferentemente funcionarios” o el establecimiento de porcentajes a repartir entre directivos de extracción pública y directivos politicamente desigandos, como se aborda en el senior executive service (Villoria, 2000: 287). Creemos que la debida ponderación del conocimiento interno de la función pública, a desarrollar en todo caso normativamente o por criterios objetivos de los órganos de selección, sería suficiente para el propósito último de no desperdiciar dichas capacidades.

Como señala con acierto Sanchez Morón (2001: 94), lo que no debe pasar, es que la función directiva sea planteada como el último peldaño de la carrera administrativa (como pasa por ejemplo en Francia), y ello por mucho que pueda molestar a la doctrina administrativista (Monereo y Molina, 2008: 194); pues un directivo aporta un plus de competencias que no tienen por que poseer necesariamente los funcionarios públicos, aun cuando hayan demostrado ser excelentes profesionales en su desempeño del servicio público. A este respecto la OCDE ha advertido que en este sistema, una apertura generalizada de los puestos al personal externo puede tener un efecto desmotivador entre los funcionarios de carrera y un riesgo de fomentar el clientelismo (OCDE, 2004). 
Situamos así claramente al personal directivo en un espacio intermedio, entre el personal eventual por un lado, y el personal funcionario por el otro (Monereo y Molina, 2008: 185). A mayor abundamiento en la cuestión, y utilizando las categorías directivas utilizadas excelsamente por Rafael Jimenez (1996), incorporamos la siguiente tabla para ilustrar tanto los niveles o espacios a los que nos referimos propiamente, como la forma de designación de los directivos para cada área:
	TIPO DE DIRECCIÓN
	EJEMPLO DE TIPO DE PUESTO QUE EJERCITA ESA DIRECCIÓN (según Administración)
	TIPO DE SELECCIÓN PROPUESTA

	Direción Política
	Ministros de la AGE
	Consejeros de CCAA
	· Selección Política 
· Extracción pública/privada

	Dirección Política -Administrativa
	Directores Generales
	Directores Generales
	· Selección Profesional

· Extracción pública/privada

	Dirección Operativa
	Subdirectores Generales
	Subdirectores Generales
	· Selección Profesional

· Extracción pública





Fuente: Elaboración propia adaptado de Rafael Jimenez (1996).

A nuestro modo de ver, y como también ha señalado Sanhez Morón (2007: 110), estos criterios de profesionalidad han de ser sin embargo atravesados longitudinalmente por un cierto criterio de confianza o afinidad, como defiende el Informe de la Comisión (2005: 66), y que podría quedar englobado incluso en el concepto de “idoneidad” (Monereo y Molina, 2008: 192) y comprobable por medios objetivos, referida a la participación de las estrategias y filosofías de organización establecida por el departamento, ya que tampoco podemos perder de vista el hecho de que de lo que se trata es de poner en marcha políticas públicas democraticamente legitimadas; no vaya a ser que substituyamos el tradicional y combatido peso de los cuerpos burocráticos, por el peso de los cuerpos directivos, como señaló Hood (1991: 9). A este respecto cabe señalar precisamente que con la crisis son muchas las voces que avogan por la puesta en valor de los técnicos, de los especialistas, frente a criterios partidistas subjetivos que se han mostrado desastrosos en muchos casos. Esta tendencia, entendible en este momento, no puede ser compartida por nosotros, pues en su extremo razonamiento daría alas a discursos del “gobierno de los tecnócratas” o en palabras de Villoria (2000: 284) a un “sistema mandarinato ciertamente antidemocrático”, razón por la cual hemos de señalar la especial serenidad con que han de ser analizados los cambios en la función directiva pública.
Una última reflexión sobre la selección de directivos nos debería llevar a la necesidad, ya apuntada, de que el sistema genere confianza y para ello es requisito imprescindible que la aplicación del mismo se lleve a cabo por expertos en la selección de perfiles directivos (Jimenez, 2006; Catalá, 2005). De nada valdrá la mejor definición de perfiles directivos, contar con candidatos adecuados y aplicar técnicas de selección que garanticen el «producto deseado» si quienes ejercen la función de selección no son verdaderos expertos en la materia. Siendo esta una de las carencias habituales de los procesos selectivos de las administraciones públicas (componer los órganos selectivos con buenos funcionarios ajenos a los conocimientos de las técnicas de selección). Como sabemos, cualquier aspecto psicosocial de un candidato es objetivable en un sistema de selección, según se han encargado de demostrar desde ámbitos como la psicología del trabajo, por tanto las técnicas existen y solo resta que quienes las apliquen sean conocedores de sus procedimientos y posibles problemas. Como nos recuerda de Rafael Jimenez (2006: 161) es en los puestos directivos donde la capacitación de quien selecciona tiene un valor estratégico y, por lo tanto, contar con personas expertas dedicadas a estas funciones es una necesidad que ninguna organización que cada año selecciona decenas de directivos se debería permitir poner en manos de amateurs.

Formacion directiva
Aspecto clave (Longo, 2003) en general al estar en un plano de gestión de recursos humanos, y, en definitiva, tratando con personas, es el factor de formación necesariamente específica (Villoria, 2000) de los directivos, en tanto que es a ellos  a quienes se les va a pedir el despliegue de complicadas competencias, habilidades y actitudes, tales como la capacidad de iniciativa, la motivación de sus subordinados, o la capacidad de negociación e interlocución.

Esta formación directiva, entendemos que ha de acompañar de forma continua el desarrollo de la función propiamente directiva, acudiendo desde el inicio (con actividades formativas desde el mismo momento de ser seleccionado o preseleccionado) al perfeccionamiento del perfil directivo de cada uno de los componentes de dicho nivel organizativo. Para ello es crucial a nuestro entender empezar utilizando un buen diagnóstico de necesidades formativas previas, de las competencias requeridas para el buen desarrollo de la función directiva.
La formación directiva ha de ser ambiciosa y coherente con lo que se pide al directivo público según la doctrina, superando por tanto el tradicional exceso de formación juridicista y administrativista. En esta línea ha de ser el sistema formativo generoso en aspectos de “socialización” de los directivos en valores públicos a proteger, así como en aspectos de gestión de personas o capacidad de comunicación con el exterior de la organización. Estos aspectos novedosos que han de ser tenidos en cuenta, se combinarán con aspectos mas tradicionales como el conocimiento técnico del área en que trabajan, la actualización normativa, o el aprendizaje de herramientas técnicas, lenguajes, o procesos, de áreas específicas que les corresponda dirigir.

En todo caso, lugar común, al tratamiento de la figura del directivo público, si es el de exigir que estos tengan una cierta obligatoriedad para la rotación por las distintas partes de la organización (Cardona, 2006: 8), así como entre distintos niveles de gobierno (estatal, autonómico, local) (Jimenez, 2006: 161), en este último caso para enriquecer la función directiva del país compartiendo experiencias muy distintas, así como para evitar los compartimentos estancos de filosofías directivas impermeables a experiencias foráneas, ademas de empaparse de cultura organizativa pública.

Sistema Retributivo
Para empezar este apartado cabe dejar por sentado que partimos de niveles retributivos, en lo que hemos venido denominando en España como directivos públicos, muy alejados del sector privado (Informe, 2005: 65-66), con el consiguiente riesgo de “descapitalización profesional”. Como afirma Catalá (2005: 222), aún situándonos en el primer cuartil del sector empresarial de que se trate en la comparación, los salarios de los directivos públicos están no menos de un 30% por debajo de lo que es habitual en la política salarial de las empresas españolas.
Sin embargo también hemos de señalar que la disposición al servicio público, el “cierto” voluntarismo que implica trabajar para la colectividad, así como otras satisfacciones como participar de la evolución de la sociedad o de la toma de decisiones a un nivel muy importante, no exige a nuestro juicio, que se entre en una carrera retributiva competitiva con el sector privado, carrera por otra parte que sería contraria al modelo cultural español sobre la ética pública.

Respecto a la caracterización principal del sistema retributivo de los directivos, parece lógico (Sanchez, 2007: 111) que al disponerse el modelo directivo  al cumplimiento de objetivos, la retribución haya de ser variable ((Monereo y Molina, 2008: 194; Jimenez, 2006: 49; Informe 2005: 68); de hecho el propio informe de los expertos para la elaboración del EBEP recalcó este extremo así como la idoneidad de incluirlo en el articulado, algo que finalmente no ha sucedido. Debemos tener en cuenta en todo caso que en nuestro país la responsabilidad individual se encuentra muy difuminada y que el sistema de empleo público actual, ha venido careciendo tradicionalmente de un sistema de valoración del trabajo realizado, o de la compensación cuantitativa o cualitativa del mismo (Palomar, 2006), valoración mas facil cuando está asociada a la evaluación de puestos directivos (Cardona, 2006: 7). Francisco Longo (2003) va un grado mas allá sugiriendo que se utilice un régimen de incentivos como premio pero también como castigo.
La Evaluación y sus efectos 
La evaluación y el cese del directivo, aspecto crucial en un modelo profesionalizado en lógica similar a la del ámbito privado (Larios, 2008: 132), ha de venir dada en referencia al cumplimiento de objetivos previo acuerdo o contractualización de los objetivos de gestión (Jimenez, 2006: 49), pero, en todo caso, por propia naturaleza del cargo, estamos ante contratos temporales sujetos a una “inamovilidad transitoria” o “relativa” como la denomina Villoria (2000: 285). El cese, como sucede en muchos países de nuestro entorno, no ha de ser expuesto a la discreciónalidad política (Sanchez Morón, 2007: 110), ya que incurriríamos en una politización no en la designación pero si en el desarrollo de las funciones directivas. Si ha de responderse con todo el peso posible, pues estamos ante una lógica esencial, por la eficacia en la gestión realizada, sobre todo como consecuencia del margen de autonomia que el sistema ha proporcionado previamente para que la dirección pueda realizar su función.
Sin embargo, conviene articular instrumentos para prevenirse frente a efectos no previstos que puedan quedar fuera del hipotético “contrato de gestión” con el directivo. De esta manera el sistema ha de protegerse frente, por ejemplo, a conductas indecorosas de los directivos, frente a la transgresión de valores públicos, frente al abuso que los directivos estos puedan hacer de los reglamentos, o frente al hecho de que estos obstaculicen desde el propio sistema, la efectiva implementación de las políticas públicas legitimadas democraticamente (Villoria, 2000: 286). Como señala Villoria, con un valioso ejemplo, el modelo profesional corre el riesgo de buscar denodadamente la mejor solución técnica “the best one solution”, sin tener en cuenta los distintos grupos y criterios de intereses en juego, tan importantes – diríamos nosotros – en el entorno actual de gobernanza. 

Cuestiones de implementación

Respecto de la implementación última de un modelo directivo profesional como el aquí defendido, conviene señalar que será necesario realizar un importante trabajo cultural (Longo, 2003; Catalá, 2005: 217) dadas las resistencias del modelo actual en este sentido (Jimenez, 2006: 159) y el hecho de que la propia función directiva representa casi una “contracultura” respecto de la tradición burocrática (Longo, 2003).
También precisaremos, como en todo cambio organizativo en el entorno público, de un  apoyo político decidido y liderazgo claro (Longo, 2003; Jimenez, 2006: 160) ya que jugamos en terreno especialmente complicado como es el del espacio entre la Política y la Administración (Informe, 2005: 64), en el que además el área política normalmente se verá obligada a ceder puestos para su profesionalización (Sanchez, 2001: 93). Retocar la posición y condiciones de los directivos públicos roza expresamente con los equilibrios que existen entre Política y Administración, con los status adquiridos, y, por tanto con áreas tan sensibles que los responsables de la implementación pueden acabar por renunciar a todo intento de cambio (Jimenez, 2006: 31-32). 

5.- Conclusiones

Visto al inicio de esta ponencia el devenir legislativo sufrido por la función directiva en nuestro país, cabe concluir con Monereo y Molina (2008: 183), como lugar común, que la profesionalización de la función directiva pública sigue siendo una asignatura pendiente después del EBEP. Constatado este carácter pendiente de la función pública directiva, el debate se ha venido centrando en el hecho de si para superar esta deficiencia normativa el marco ha de situarse en los desarrollos legislativos autonómicos.
El resto de este trabajo, delimitadas las asunciones de responsabilidad de cada ámbito competencial, se ha dedicado a “pergeñar” las líneas básicas de lo que constituye un modelo directivo público profesional. En el diseño de estas lineas básicas tiene una importancia crucial la definición del espacio propio de la función directiva, en un entorno marcado tradicionalmente por la predominancia de la esfera política.

Una última mención imprescindible, es la de señalar la necesidad de eliminar prejuicios ideológicos sobre la función directiva. Función directiva no significa discrecionalidad ilimitada, y aun menos el carácter obsesivo racionalista con que la función directiva se ha desarrollado al hilo de la Nueva Gestión Pública. Defendemos aquí que es posible elaborar una función directiva profesional y autónoma que albergue, ademas de sus valores propios de eficacia, eficiencia o productividad, valores del servicio público tradicional que dan origen al concepto mismo de Administración Pública. La institucionalización de la función directiva pública profesional no significa arremeter contra valores de seguridad jurídica, sumisión a la ley, equidad, o respeto a los derechos laborales consolidados. La dirección pública propuesta pretende mejorar los niveles de eficacia y eficiencia de las unidades productivas de valor público, sin alterar necesariamente todo el compendio de valores de lo público consolidados en el modelo administrativo-público subyacente, que han permitido ​​- no debe olvidarse -, el desarrollo de las democracias en la mayor parte de los países desarrollados. Sí es necesario no obstante, que esos valores tradicionales permitan la convivencia de estas nuevas formas de gestión mas actualizadas con un entorno globalizado y multinivel como el que nos movemos.
En todo caso defendemos estar en España, ante el contexto y el momento propicio para la profesionalización de la función directiva señalado por Manuel Villoria (2000: 286), a saber: “el de un país asentado política e insitucionalmente que puede priorizar la profesionalizaciónde sus élites administrativas y garantizar con ello una neutralidad mayor y un máximo respeto a los derechos individuales”.
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- Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP)

� Para un análisis de la formación específica y la configuración del modelo directivo en otros países, es recomendable  la lectura del sistema de formación de directivos públicos en Francia interesante el artículo al respecto de Jean-Pierre Ronteix (1995) o el análogo para Cánada escrito por el Secretariado del Consejo del Tesoro, ambos en el libro recopilatorio del MAP (1995) Flexibilidad en la Gestión de Personal en la Administración Pública. Ademas Sue Richards dedica un capítulo en el mismo libro al sistema de formación específico para directivos públicos (1995: 20-21).


� La excepcionalidad legal prevista para poder designar directivos del sector privado, ha sido interpretada judicialmente en numerosas ocasiones de las que destacamos dos sentencias en las que los tribunales no observan dicha excepcionalidad justificativa de la designación fuera del ámbito funcionarial. En concreto: STS de 21 de marzo y STS-CA de 7 de diciembre de 2005.


� Destacamos en el ámbito sanitario especialmente el artículo 20 del Real Decreto-ley 1/1999 de 8 de Enero sobre selección de personal estatutario y provisión de plazas en instituciones sanitarias de la Seguridad Social. Este artículo es aun de plena vigencia luego de publicado el EBEP, pero ello en tanto no desarrolle a nivel de Comunidad Autónoma dicho tipo de personal directivo.


� En la misma linea el EBEP literalmente establece que serán funciones directivas profesionales las establecidas como tales en las normas específicas de cada Administración. Así pues con este esquema se puede decir que, por un lado, las comunidades autónomas no tienen obligación de crear nuevas fórmulas para el personal directivo, y, por otro, en el caso de decidir crearlo tienen un amplio margen de maniobra para diseñar sus perfiles. 


� Al modelo senior executive service dedica un apartado específico muy descriptivo el profesor Manuel Villoria en su Manual de Gestión de Recursos Humanos de la segunda edición (2000) elaborado con Eloísa del Pino. También es muy ilustrativa de la función directiva en perspectiva comparada, la lectura de Fancisco Longo (2003) “Institucionalizar la gerencia pública: retos y dificultades”.


� Esta propuesta de estatuto directivo se proponía ya en el Proyecto de Estatuto de la Función Pública de 1999, que como sabemos, nunca se llego a aprobar.





